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6. Universidad y problemática local: reflexiones en 
torno a la relación entre académicos y tomadores de 
decisiones en el ámbito municipal

Luis Alberto Mendoza Rivas
Ramiro Esqueda Walle

Lidia Rangel Blanco

Resumen
En el municipio, considerado como la unidad básica de la organización social, 
territorial, política y administrativa de un estado, se encuentran presentes diversos 
actores quienes, en un plano ideal del ejercicio pleno de la democracia, participan en 
la toma de decisiones. Con esta visión, han sido diversas las reflexiones que, a partir 
de los debates en torno a la participación e influencia ciudadana, se han centrado 
en el impacto ejercido por los medios de comunicación, organizaciones civiles y 
organizaciones empresariales, por mencionar los más destacados; sin embargo, 
a pesar de que gran parte de estas reflexiones se han producido desde la propia 
academia, han sido insuficientes los análisis, propuestas y acciones que han ejercido 
las mismas universidades sobre el quehacer público municipal, en otras palabras, 
son pocos los avances que se han logrado en la relación municipio-academia para 
la construcción de resultados eficientes en la política local. Con esto en mente, el 
presente trabajo tiene como foco de interés el involucramiento del sector académico 
en la toma de decisiones y propuestas encaminadas a la solución de problemáticas 
municipales. Teniendo como objetivo contribuir al debate entre el vínculo que 
debiera de existir entre lo que se produce en las aulas y la solución de problemáticas 
concretas que afectan al municipio, se expone el siguiente conjunto de ideas.

Palabras clave: municipio, política pública, academia. 

Revisión de literatura
Introducción
La diversidad de actores considerados para una democrática toma de decisiones tiene 
que ver con intereses de cada grupo en juego. Existe una gran cantidad de literatura 
que aborda desde quienes toman directamente las decisiones, hasta la iniciativa 
privada, los medios de comunicación, la sociedad civil organizada y los grupos a 
quienes impactan estas decisiones (entre otros), y su papel en la arena política, sin 
embargo, para efecto de este trabajo, solo se pondrán los reflectores en dos de estos 
actores en un ámbito territorial como el municipio: El ayuntamiento y la universidad. 
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El primero entendiéndolo como el máximo órgano de autoridad en el municipio que 
tiene como funciones principales velar por el bienestar, la definición y cumplimiento de 
la ley, así como la generación de propuestas para la solución de problemáticas locales; 
la segunda, como aquella entidad educativa que tiene como labor la formación de 
ciudadanos a través de las funciones de investigación, docencia y extensión. 

El presente artículo se encuentra conformado por tres partes, además 
de esta nota introductoria. En la primera se realiza un abordaje conceptual 
sobre el municipio como unidad básica de la organización social, se definen sus 
elementos integradores y su funcionamiento en la toma de decisiones a través del 
ayuntamiento, así mismo dentro de este escenario, se expone el principal reto de 
este órgano: La toma de decisiones. En la segunda parte, desde una visión crítica, 
analiza la labor de las universidades en relación con un modelo de corte neoliberal 
que tiene como premisa la acumulación de recursos en pocas manos. En la tercera 
y última parte de este documento y a partir de los elementos señalados, se sugieren 
algunas recomendaciones que pueden incidir en la relación entre las instancias de 
educación superior y los tomadores de decisiones con el objetivo de estrechar lazos 
que permitan una visión más amplia en la resolución de problemáticas locales. 

Municipio y toma de decisiones
El municipio, entendido como la unidad básica de la organización social, es el 
primer encuentro de las personas con el poder público y el derecho, para Martínez 
(2009) es, además, la institución depositaria de la más rudimentaria instancia de 
poder político y una corporación de servicios públicos que satisfacen las necesidades 
elementales de la población. Es justo en el municipio donde se realizan las actividades 
cotidianas, donde se aprende a vivir en comunidad y donde la sociedad integra a las 
personas a un determinado rol (González, 2011).

Aunque no es el propósito de este documento diseñar una definición 
para connotar la significación del término “municipio”, ya que entre otras cosas 
implicaría un ejercicio bastante complejo, dados los diversos enfoques teóricos 
existentes para explicarlo (IILSR, 2002), sin embargo, es necesario considerar una 
definición que satisfaga los intereses de este trabajo.

En este contexto y de acuerdo a lo antes mencionado, existe una variedad 
de definiciones, Martínez (2009) ofrece buscar un común denominador, el aspecto 
propio de la vida local de la comunidad y que como institución política y social tiene 
como finalidad organizar a una comunidad en la gestión autónoma de sus propios 
intereses y que es regida por un ayuntamiento. De esta manera, el municipio está 
conformado por los siguientes elementos:
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Territorio: Se puede concebir como el ámbito de desarrollo y autogestión, en 
donde se generan los procesos políticos, económicos, sociales, de aplicación de las 
políticas gubernamentales, públicas y ciudadanas y donde se realizan las diversas 
actividades del gobierno y de la administración pública municipal (Pérez, 2014), 
y forma parte del espacio municipal por ser la base de la división territorial del 
estado, pero con un orden jurídico específico. 

Población: La conforman un grupo de individuos establecidos en un territorio 
definido de diversa magnitud relacionado por razones de vecindad que conlleva 
una red de relaciones sociales, económicas y culturales, esta red da vida y sustento 
al municipio además de ser el indicador más elemental para la implementación de 
las políticas públicas donde recae la acción directa de las decisiones tomadas por el 
gobierno local (IILSE, 2002; Pérez, 2014).

Gobierno: Con base en el artículo 115 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y de las constituciones particulares de los estados, cada 
municipio será gobernado por un ayuntamiento de elección popular directa y no 
habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el gobierno del estado. De esta 
forma el gobierno municipal se concreta en el ayuntamiento, su órgano principal y 
máximo que ejerce el poder municipal. Dicho ayuntamiento se encuentra integrado 
por el presidente municipal, que es el representante político y administrativo del 
mismo; el síndico o los síndicos, que se encargan de la vigilancia de los aspectos 
financieros del ayuntamiento y de representarlo jurídicamente, y los regidores 
que tienen a su cargo diversas comisiones de la administración pública municipal 
(Fernández, 2010; IISR, 2010).

Finalidad: Martínez (2009), además de territorio, población y gobierno -en 
donde coinciden la mayoría de investigadores al considerarlos elementos integrantes 
del municipio- agrega la finalidad compuesta por dos partes sustanciales, la primera 
de éstas es el establecimiento y mantenimiento de una relación social basada en 
intereses comunes y apegadas a un régimen jurídico propio en constante renovación 
de acuerdo a los diversos sectores que conforman el municipio, mientras que la 
segunda es la prestación de servicios públicos requeridos por la comunidad para 
satisfacer las necesidades más elementales. 

El municipio es entendido como la unidad básica de la organización social y 
conceptualizada como una persona jurídica de derecho público que se encuentra 
compuesta por un grupo social humano (población) interrelacionado por razones de 
vecindad en un lugar determinado (territorio), con un gobierno autónomo propio 
y sometido a un orden jurídico específico (gobierno) (Martínez, 2009), con intereses 
comunes y organizado para satisfacer las necesidades elementales. 
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Según datos del INEGI (2017), actualmente México cuenta con 2457 
municipios con una gran diversidad ya señalada por Sánchez (2001) y que 
revelan una geografía socioeconómica polarizada caracterizada especialmente 
por estructuras altamente concentradas en la generación de la riqueza y la 
distribución de la población, aunque en las últimas décadas también se observan 
desconcentración y redistribución asociadas, sobre todo, al surgimiento de nuevas 
actividades económicas en algunos territorios. 

La gran diversidad de los municipios en México, se puede observar al 
comparar los extremos de los datos, pues haciendo un recuento con cifras del Sistema 
Nacional de Información Municipal (2017), se tienen entidades con gran cantidad 
de municipios como Oaxaca o Puebla con 570 municipios y 217 respectivamente, 
y también entidades como Baja California y Baja California Sur con 5 municipios 
cada una; así mismo se tiene la existencia de poblaciones superiores al millón de 
habitantes como Iztapalapa que cuenta con 1 815 786 pobladores, y que contrasta 
con los 93 registrados en el municipio de Jicotlán en Oaxaca; disparidades en 
materia de educación donde municipios como el de Santa María de Asunción 
en Oaxaca presentan 38.38% de analfabetismo en su población, mientras que en 
Benito Juárez (en la Cd. de México) sólo el 0.44% de la población es analfabeta. 

Éstas y otras desigualdades son reflejadas en el Índice de Desarrollo Humano, 
donde por una parte, existen municipios con estándares semejante a países 
desarrollados, como el de Benito Juárez (0.9510), y municipios como Cochoapa 
el Grande, en Guerrero, con un índice de 0.4354 y que se puede comparar con 
regiones del África Subsahariana (PNUD, 2011).

En un afán por categorizar, Pérez (2014), utilizando fuentes oficiales, 
proporciona una clasificación de los municipios en México1, agrupándolos para 
su análisis en: a) Municipios metropolitanos, que tienen entre sus características que 
más del 50% de la población habita en localidades con más de 100 mil habitantes 
y la población general es mayor a los 150 mil habitantes; b) Los municipios urbanos, 
compuestos por aquellos donde más del 50% de la población reside en localidades 
de 15 mil a 100 mil habitantes, con una población general entre los 30 mil y 150 
mil habitantes; c) Municipios en proceso de transición de lo rural a lo urbano, con más 
del 50% de la población habitando en localidades de 2500 a 15 000 habitantes, 

1 Con base en los criterios empleados por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en México 

(PNUD), para determinar la condición de urbanización de los municipios, el Sistema Urbano Nacional, SEDE-

SOL y CONAPO; Índice de Marginación por Entidad Federativa y Municipio 2010, CONAPO; Medición de 

Pobreza de Municipios de México, 2010, CONEVAL, y Programa Cruzada Contra el Hambre con datos del 

CONEVAL e INEGI, Censo General de Población y Vivienda 2010.	
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con una población general que oscila entre los 10 000 y 30 000 habitantes; d) Los 
municipios rurales, donde más del 50% de la población reside en localidades menores 
de 2500 habitantes con una población general menor a 20 ,000 habitantes, y; e) 
Municipios marginados, donde la población en localidades es menor a 5 mil habitantes, 
concentrando un alto grado de analfabetismo, pobreza extrema y carencia de 
alimentación, falta o deficiencia en infraestructura y servicios públicos, vivienda 
precaria y población ocupada con ingresos menores a dos salarios mínimos.

Continuando con esta tipología se tiene que del total de los municipios en 
México, 14.3% se encuentran entre los catalogados como metropolitanos; 8.3% como 
urbanos; 28.9% se encuentran en proceso de transición; 30.4% rurales y 18% dentro 
de los municipios marginados. Sin embargo, es de considerar que cada municipio se 
presenta con sus propias dinámicas y sus propios procesos de desarrollo, así como sus 
propias problemáticas tan variadas y diversas como cada una de las características 
físicas y culturales específicas de cada unidad básica de la organización social.

En este contexto, la toma de decisiones en los municipios se presenta como 
uno de los grandes retos en el que se debieran involucrar el conocimiento, la 
capacidad y la experiencia para resolver aquellas necesidades que aquejan a la 
población minimizando un impacto negativo en el mayor número de gente posible.

Lo anterior lleva a reflexionar un asunto fundamental en la resolución de 
problemáticas municipales: ¿Quién o quiénes toman las decisiones que atañen 
al municipio? Para poder contestar esta interrogante, es necesario explicar cómo 
funciona el órgano central que ejerce el poder municipal, es decir el Ayuntamiento. 

El ayuntamiento es el órgano a través del cual, la población del municipio, 
realiza la autogestión de sus intereses, dentro de su territorio, en otras palabras, 
es el máximo órgano de autoridad en el municipio y que tiene como funciones 
principales: a) velar por el bienestar de la ciudadanía y el cumplimiento de la ley; 
b) definir leyes y reglamentos que fortalezcan la operación de la administración 
municipal y; c) generar propuestas para la solución de problemáticas locales 
(Gutiérrez, 2015), en este último punto centraremos nuestro análisis.

El ayuntamiento está compuesto por regidores, síndicos y un presidente 
municipal. El número de síndicos y regidores son acordes a las leyes orgánicas de 
cada municipio. Para el caso de los municipios en Tamaulipas2 el presidente es 
electo de forma directa, los regidores son electos por el principio de representación 
popular y los síndicos son electos por el principio de votación mayoritaria relativa. 

2 El Código Municipal del Estado de Tamaulipas fue decretado el 2 de febrero de 1984 y publicado por el Periódi-

co Oficial del Estado de Tamaulipas el 4 de febrero de 1984, la última reforma fue publicada en el Periódico 

Oficial del Estado el 8 de junio de 2017.	
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En la práctica, la forma en que se eligen es bajo el esquema de planillas 
cerradas, en donde los ciudadanos no tienen la posibilidad de seleccionar 
individualmente al presidente municipal, regidores y síndicos. Por el contrario, 
el ciudadano elige una lista encabezada por el candidato a presidente municipal, 
acompañado por un grupo de personas que aspiran a ser regidores o síndicos; de 
esta forma al elegir al candidato a presidente municipal, se elige a los regidores y a 
los síndicos que están en esa planilla, esto supone una elección indirecta donde son 
los partidos políticos los que deciden cuáles son las personas aptas para desempeñar 
estos cargos (Gutiérrez, 2015).

Así mismo el Código Municipal del Estado de Tamaulipas señala que el periodo 
de gobierno municipal comprende tres años y podrá reelegirse otro período más. El 
número de regidores y síndicos depende del total de habitantes en el municipio y 
varía de cuatro regidores y un síndico en las poblaciones de hasta 30 mil habitantes, 
hasta catorce regidores y dos síndicos en municipios mayores a 200 mil habitantes.

En este sentido, cuando se trata de abordar una problemática para su posible 
solución, se puede ingresar al ayuntamiento mediante una comisión ciudadana 
a los regidores para exponer un asunto; también puede ser el caso de que los 
regidores o las comisiones observen una situación que amerite ser abordada para 
su discusión, análisis y solución (véase la figura 1). Una vez agendado el asunto a 
tratar, los regidores debaten el tema en la comisión correspondiente, posteriormente 
generan propuestas, las revisan en una sesión previa para analizar la factibilidad de 
debatirse en el cabildo o incluso pueden regresarlas a la comisión para consolidar la 
documentación requerida (Gutiérrez, 2015).

Figura 1. Abordaje de una problemática municipal

Problemas de  
la ciudad

Problemas 
de la  

ciudadanía

Asuntos de la  administración 
municipal

Regidores/
comisiones de

regidores

Sesión
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Sesión de 
cabildo

Se turnan a

Se turnan a

Se abordan

- Propuestas
- Acuerdos
- Modificación,  adición o 
derogación de  las normas, leyes 
o reglamentos.

Generan

Fuente: Elaboración con base en Gutiérrez (2015).
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Los artículos 63 y 64 del Código Municipal del Estado de Tamaulipas, señalan 
que las comisiones tienen por objetivo estudiar, analizar y elaborar los dictámenes 
y/o propuestas al ayuntamiento para la atención de las diversas problemáticas de 
la administración pública a través de las comisiones de: a) Gobierno y seguridad 
pública; b) Hacienda, presupuesto y gasto público; c) Salud pública y asistencia 
social; d) Asentamientos humanos y obras públicas; e) Servicios públicos municipales, 
f) Igualdad de género; g) Comisión de transporte; h) Transparencia y acceso a la 
información pública; i) Comisión de desarrollo sustentable y cambio climático; j) 
Energía; k) Estadística municipal y; l) Juventud. El Código también contempla, 
además de las señaladas, la creación de comisiones que determine el ayuntamiento 
de acuerdo a las necesidades municipales, y aquellas deberán sesionar una vez al 
mes, por lo menos.

Si bien, esta estructura ha permitido a los ayuntamientos cumplir con su 
función, no se encuentra exenta de críticas, ya que en gran cantidad de los casos, 
los ayuntamientos y sus respectivas comisiones no han podido resolver de forma 
conveniente los problemas que aquejan a la ciudadanía, en un proceso donde la 
toma de decisiones se encuentra estrechamente ligada a los funcionarios que por una 
parte son reconocidos en su mayoría por los ciudadanos, pero por otra, no siempre 
cuentan con la información necesaria que desemboque en una solución efectiva.

En concordancia con lo expuesto, el IILSR (2002), presenta una radiografía de 
la problemática que atraviesan los municipios en México (véase la figura 2), donde 
las deficiencias en la formación de autoridades, en el ejercicio de la administración, 
en la acción pública y en la participación social son factores claves que conducen a 
una errónea toma de decisiones.

Éstas a su vez, se traducen en políticas mal planeadas y con un impacto 
negativo en las ejecuciones. Al mismo tiempo, la mala distribución de los recursos 
contribuye a una falta de actividad económica que impacta en el empleo de la 
población. Por otro lado, el impacto negativo en las soluciones propuestas conlleva 
a la insatisfacción social producto de la inseguridad y por falta de solución a las 
necesidades públicas. Todo lo anterior desemboca en situaciones que ponen en 
riesgo la finalidad del municipio y por lo tanto la legitimidad de su ayuntamiento.
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Figura 2. Toma de decisiones
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Fuente: Instituto de Investigaciones Legislativas del Senado de la República (2002).

El papel que juega la toma de decisiones es fundamental para el buen desarrollo de 
las tareas que atañen a los ayuntamientos y por desgracia no son pocas las ocasiones 
en que se considera que, con buenas intenciones respaldadas en la experiencia, 
se puede llegar a una solución que satisfaga las necesidades de un determinado 
problema, teniendo como resultado una acentuación de dicha problemática o la 
generación de otras no contempladas en la planeación de las acciones.

Las universidades 
Como promesa incumplida, la educación universitaria ya no es sinónimo de 
movilidad social, estudios recientes, como el de Villa (2016), demuestran que el 
sistema universitario en México refuerza la permanencia en la posición de origen y 
son -entre otros elementos- promotores de esta inmovilidad social. Las universidades, 
como parte de un sistema educativo, tienen como objetivo final la formación de 
ciudadanos, sin embargo, existen elementos para señalar que este objetivo, en gran 
cantidad de los casos, se ha trasformado hacia la formación de consumidores.

Desde la década de los setenta, Reimer (1976), en su crítica al sistema 
educativo, señala que las escuelas en todos los niveles, tienen entre sus funciones, 
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la asignación de un papel social y del adoctrinamiento3, lo que actualmente se ve 
reflejado en una desigualdad educativa y reproductiva de un modelo de desarrollo 
sustentado en premisas neoclásicas inobjetables.

Las universidades se encuentran enclavadas en una sociedad neoliberal que 
propone que la educación se convierta en mercancía, haciéndola igual a cualquier 
otro producto del mercado (Gascón y Cepeda en Bojalil, 2008), cuando debería de 
consolidar la independencia política y económica y basar esta consolidación en una 
educación para la paz, para la democracia, para la justicia social y no como una 
mera actividad empresarial internacional (Bojalil, 2008).

Las universidades tienen una deuda con la sociedad, pues no son pocas las 
ocasiones en que en vez de servir como origen, promotor del conocimiento y de 
encuentro de ideas, han pasado a tomar una posición reproductora del sistema, y se 
han convertido en fuentes de legitimización y justificación de un modelo basado, en 
esencia, en la acumulación de capital. 

González (en Bojalil, 2008), hace mención que el proyecto neoliberal adoptado 
por el país y reflejado en las universidades, lejos de detenerse con la crisis fiscal del 
estado y con lo global de la economía, lo acentúa con un empobrecimiento de las 
instituciones públicas, que muchas veces sólo es antecedente de la desaparición 
de las mismas; uno de los resultados es que lleva a las universidades a la ruina 
y para cubrir la demanda surgen las instituciones de excelencia, así como las 
llamadas “universidades técnicas” que se preponen formar el personal medio que 
las industrias dependientes o las maquiladoras necesitan, es decir, la educación al 
servicio del mercado.

Lo antes expuesto, se encuentra estrechamente ligado a las decisiones que 
se toman en la resolución de problemáticas que nos afectan como parte de una 
sociedad, convirtiéndose la educación en una ambivalencia, pues, por una parte, 
mientras que la formación de ciudadanos crea una resistencia hacia las desigualdades 
en una visión de satisfacción de necesidades en un ámbito colectivo, la formación 
de consumidores crea justificantes de estas desigualdades a través de una visión 
mercantil de los servicios públicos.

Ante esta situación, se hace pertinente tomar en cuenta aquellas visiones que 
pongan la educación al servicio de la sociedad antes que del mercado, privilegiando 
la creación y difusión de conocimiento sin dejar a un lado la contribución al 
desarrollo con equidad como lo señala Rodríguez-Ponce (2009).

3 Para Reimer, las escuelas en todos los niveles se caracterizan por reunir cuatro funciones sociales distintas: la de 

custodia, la de selección del papel social, la doctrinaria y la educativa.	
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Figura 3. Rol de las instituciones universitarias
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Fuente: Rodríguez-Ponce (2009).

Sin embargo, esta descripción sería incompleta si no se señala que el involucramiento 
de las universidades con el progreso no solo debe de tener una visión económica, sino 
una visión social donde las formulaciones cuantitativas se encuentren acompañadas 
de los cambios y trasformaciones en materia social, es decir un desarrollo en toda 
la extensión del concepto. 

Recomendaciones en torno al encuentro entre la universidad y 
el ayuntamiento
Los tres puntos o retos que sirven de base para una propuesta de toma de decisiones 
conjunta:

a) En la toma de decisiones municipales es la falta de información pertinente 
y veraz.
b) El principal reto de las universidades es la formación de ciudadanos y no 
de consumidores. 
c) Tanto los ayuntamientos como las universidades tienen un deber intrínseco 
con la comunidad. 

A continuación se exponen cuatro ideas o recomendaciones emanadas de una línea 
común que es la certera toma de decisiones y la relación existente entre ésta, la 
academia y los ayuntamientos.
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Identidad hacia el bien común: La apuesta hacia un modelo que ha privilegiado al 
mercado sobre el bienestar de la comunidad, ha llevado tanto a los municipios como 
a las universidades a manejar la satisfacción de necesidades como mercancías al 
alcance de quienes puedan adquirirlas, cada vez es mayor la presencia del mercado 
en asuntos que le atañen al Estado, esto a su vez, impacta en las decisiones que 
se toman a nivel local, por ejemplo, como señalan Esqueda, Mendoza y Miranda 
(2017), en los planes de desarrollo, donde a pesar de que en el discurso se hace 
referencia a una política social basada en el bienestar, en la práctica se fomenta 
un círculo vicioso producto de contradicciones del mercado característico desde la 
década de los ochenta. Ante esta situación es preciso recobrar la identidad hacia 
el bien común, tomando en cuenta que es una tarea que solo se puede cumplir 
reconociendo las verdaderas necesidades de la población, para esto es necesario, 
desde las universidades, hacer una revisión a fondo de los planes de estudio y 
desconectarlos del consumo extremo para orientarlos hacia contextos específicos 
y aterrizados en la solución de problemáticas reales; y desde los ayuntamientos, 
establecer de forma clara y precisa los roles que atañen tanto a los servidores públicos 
como a los proveedores de servicios, trasparentar las funciones y los recursos de tal 
manera que contribuyan a un desarrollo de la comunidad. Tanto unos como otros 
deben de preservar sus valores y principios éticos en busca del bien común. 

Investigaciones multidisciplinarias y visión a largo plazo: El fomento de 
investigaciones multidisciplinarias que den sustento a soluciones concretas a través 
del financiamiento conjunto de proyectos, donde puedan concurrir la visión de los 
académicos y los puntos de vista de las comisiones respectivas del ayuntamiento. Es 
necesario que tantos unos como otros se sienten en la misma mesa para discutir las 
conveniencias o inconveniencias en la toma de decisiones una vez concluidos los 
estudios al respecto. Desgraciadamente en la práctica los cambios de administración 
significan un desprendimiento (muchas veces total en los casos de alternancia 
político-partidista) de la experiencia acumulada en administraciones anteriores y 
discontinuidad de proyectos. Para evitar esto, las soluciones propuestas deberán 
de ir acompañadas de una visión a largo plazo y mecanismos que permita dar 
seguimiento a las diversas acciones producto del consenso entre estos dos actores.

Lenguaje en común: Uno de los principales problemas que enfrentan los 
municipios, es la preparación de sus servidores públicos, esto hace que al momento 
de tomar las decisiones se atengan a su experiencia, lo que no siempre suele ser 
suficiente. Por otro lado, en las universidades, muchas de las investigaciones que 
abordan problemáticas actuales, son utilizadas en espacios netamente académicos 
debido al lenguaje técnico con las que son redactadas. Es necesario acortar esta 
distancia, para lo cual se requiere establecer un lenguaje en común y esto implica, 
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para los investigadores, generar junto con sus trabajos informes de corte técnico 
con un lenguaje que aborde de manera general todos los elementos formulados en 
el proceso de investigación junto con sus resultados procurando la comprensión de 
los diversos actores implicados en la toma de decisiones. Así mismo debe existir el 
compromiso, por parte de los servidores públicos que integran los diversos comités 
que abordan los problemas municipales, de prepararse y actualizarse en los temas 
que atañen a sus respectivas comisiones.

Espacios de información y debate: La creación de espacios que sirvan de 
encuentro entre académicos y servidores públicos deberá ser una prioridad si se 
quiere avanzar en una toma de decisiones acertada. Los espacios donde concurran 
tanto los tomadores de decisiones como los académicos tendrían múltiples ventajas, 
entre éstas serían: La generación de información actualizada, la visión plural de 
diversas problemáticas municipales, el involucramiento de profesores y alumnos 
en los procesos de toma de decisiones, el fortalecimiento de las áreas académicas 
relacionadas con la administración pública, el fortalecimiento de relaciones entre el 
municipio y la academia. A lo anterior se agregaría la participación de la diversidad 
de actores implicados en las decisiones públicas contribuyendo a la democratización 
y trasparencia en las acciones encaminadas a abordar la problemática local.

Conclusión
El municipio tiene como finalidad la organización de la comunidad en la gestión 
autónoma de sus propios intereses y es regido por un ayuntamiento como máximo 
órgano de autoridad que tiene como funciones principales: velar por el bienestar de 
la ciudadanía y el cumplimiento de la ley; definir leyes y reglamentos que fortalezcan 
la operación de la administración municipal y; generar propuestas para la solución 
de problemáticas locales. Uno de los principales retos con que se enfrenta para 
la procuración de sus funciones es la correcta toma de decisiones, muchas veces 
producidas por una ineficiente administración pública y que en la práctica se 
traduce en políticas mal planeadas y con un impacto negativo en las ejecuciones. 

La información objetiva y veraz son elementos que deben ir acompañados de 
la toma de decisiones, sin embargo, no siempre es posible contar con ellas. Debido a 
la naturaleza de las escuelas de educación superior, es posible que la generación de 
investigaciones aterrizadas en problemáticas concretas sea una fuente de generación 
de opciones para ser tomadas en cuenta por los ayuntamientos en la toma de 
decisiones, para lo cual se hacen necesarias medidas orientadas a un acercamiento 
entre dichos agentes.

A través de este documento quedaron expuestos los actuales retos de los 
ayuntamientos y de las universidades: La correcta toma de decisiones y la formación 
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de ciudadanos, así como la labor conjunta de fomentar el bien común. Ante esta 
situación, considerando los dos agentes involucrados, se propone para su reflexión, 
la recuperación de la identidad del bien común que parece haber sido sustituida 
por la lógica del mercado, el fomento y financiamiento para la realización de 
investigaciones multidisciplinarias y una visión a largo plazo, la utilización de un 
lenguaje común que acerque a los tomadores de decisiones a las universidades y a 
los académicos a los ayuntamientos y por último la generación de espacios donde 
se compartan experiencias y se generen propuestas en un entorno de trasparencia 
y democracia que permitan afrontar las problemáticas locales en un esfuerzo por 
traducirlas en acciones que impacten de manera positiva a la comunidad.
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